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A LA MESA DE LA COMISIÓN DE INTERIOR

EL GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV), al amparo de lo dispuesto en el artículo 109 y siguientes del Reglamento del Congreso de los Diputados presenta la siguiente enmienda al articulado del Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Congreso de los Diputados, a 21 de octubre de 2014
EL PORTAVOZ

AITOR ESTEBAN BRAVO
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, A LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del párrafo 1º de la exposición de motivos del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“La seguridad ciudadana es la garantía de que los derechos y libertades reconocidos y amparados por las constituciones democráticas puedan ser ejercidos libremente por la ciudadanía y no meras declaraciones formales carentes de eficacia jurídica. En este sentido, la seguridad ciudadana se configura como uno de los elementos esenciales del Estado de Derecho.”

JUSTIFICACIÓN 

La seguridad ciudadana no es un requisito del ejercicio de derechos y libertades, sino la condición material que puede facilitar que la ciudadanía los ejerza libremente.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, A LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación de los párrafos 3º y 4º del apartado II  de la exposición de motivos del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“Libertad y seguridad constituyen un binomio clave para el buen funcionamiento de una sociedad democrática avanzada, constituyendo la seguridad un instrumento al servicio de la garantía de derechos y libertades y no un fin en sí mismo. 

Por lo tanto cualquier incidencia o limitación en el ejercicio de las libertades ciudadanas por razones de seguridad debe ampararse en el principio de legalidad y en el de proporcionalidad en una triple dimensión: un juicio de idoneidad de la limitación (para la consecución del objetivo propuesto), un juicio de necesidad de la misma (entendido como inexistencia de otra medida menos intensa para la consecución del mismo fin) y un juicio de proporcionalidad en sentido estricto de dicha limitación (por derivarse de ella un beneficio para el interés público que justifica un cierto sacrificio del ejercicio del derecho).”

JUSTIFICACIÓN 

La seguridad ciudadana no es un bien jurídico autónomo que sirva como requisito, limite o condicionante genérico de cualquier derecho o libertad, sino un bien instrumental al servicio de derechos y libertades. Las leyes pueden modular el ejercicio de los derechos y libertades dentro de los presupuestos constitucionales, no por razones genéricas de seguridad ciudadana.

Debe evitarse una afirmación genérica que parezca considerar la seguridad ciudadana como un fin o bien jurídico al que se preordenan los derechos y libertades constitucionales. Lo cual es distinto de que las actuaciones de la Administración de seguridad ciudadana en cuanto supongan algún tipo de limitación o injerencia en la esfera de los ciudadanos deban atender a las exigencias de los principios de legalidad y de proporcionalidad en el triple sentido que expone el proyecto.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, A LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del párrafo 3º del apartado III  de la exposición de motivos del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“El capítulo I, tras definir el objeto de la ley, recoge como novedades más relevantes sus fines y los principios rectores de la actuación de los poderes públicos en el ámbito de la seguridad ciudadana, la cooperación interadministrativa y el deber de colaboración de las autoridades y los empleados públicos, los distintos cuerpos policiales, los ciudadanos y las empresas y el personal de seguridad privada, de acuerdo con una perspectiva integral de la seguridad pública. La acción de los poderes públicos en materia de seguridad ciudadana se orienta a remover los obstáculos que impidan el libre ejercicio y disfrute de derechos fundamentales y libertades públicas y la tranquilidad material en la calle, velando por la protección de las personas y sus derechos; la preservación de la convivencia ciudadanas, la pacífica utilización de los espacios públicos, la garantía de las condiciones de normalidad en el funcionamiento de las instituciones y la prestación de servicios esenciales; la prevención de ilícitos penales y de infracciones administrativas tipificadas en esta ley y la sanción de estas últimas.”

JUSTIFICACIÓN 

En coherencia con la enmienda al artículo relativos a los fines de la ley.

En el proyecto se está ampliando indebidamente el concepto de seguridad ciudadana acuñado por la Constitución e interpretado por el tribunal constitucional, al considerar incluidos en los fines u objetivos de la seguridad ciudadana aspectos que rebasan  la garantía del libre ejercicio de derechos y libertades y el mantenimiento de la tranquilidad ciudadana, de un modo que parece restaurar conceptos decimonónicos de orden público, entendido como preservación del status quo imperante, de modo que la seguridad ciudadana se extiende a la protección no sólo de la ciudadanía, sino particularmente de la totalidad del ordenamiento positivo vigente (respecto a las leyes) entre otras cosas. Tampoco se advierte la conexión singular con la seguridad ciudadana con la protección de menores y discapacitados.

La seguridad ciudadana no es un bien autónomo, ni pueden extenderse sus fines más allá de lo que le es propio hasta equipararse con la defensa del ordenamiento jurídico vigente. 

Consecuencia de este planteamiento maximalista es que se pretenda sancionar conforme a esta ley comportamientos tales como la prostitución en lugares donde pudiera afectar a la seguridad vial, atentar contra la indemnidad sexual, jugar a la pelota en espacios no autorizados (siempre hay un riesgo potencial de causar algún desperfecto), maltratar a un animal, etc., es decir conductas que, en su caso, deberían sancionarse, si no en vía penal, en la legislación administrativa sectorial que corresponda más adecuadamente a los bienes protegidos con la misma.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, A LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del párrafo 8º del apartado III  de la exposición de motivos del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“Asimismo, se establecen obligaciones de registro documental para actividades relevantes para la seguridad ciudadana, como el hospedaje,  la compraventa de joyas y metales, objetos u obras de arte, o el comercio al por mayor de chatarra o productos de desecho.”

JUSTIFICACIÓN 

En coherencia con otras enmiendas al proyecto de ley.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 1, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 1 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

"Artículo 1. Objeto.

Esta ley tiene por objeto la regulación de la actuación de las autoridades públicas  y fuerzas y cuerpos de seguridad dirigida al logro de la seguridad ciudadana, entendida como la protección y salvaguarda de personas y bienes y el mantenimiento de la tranquilidad de la ciudadanía, condición esencial para el pleno ejercicio de los derechos fundamentales y las libertades públicas." 

JUSTIFICACIÓN 

Es necesario simplificar la redacción del artículo 1, iniciando el precepto con la definición del objeto de la ley y evitando ciertas ambigüedades como la referencia al Estado (carácter anfibológico) o la conceptuación de la seguridad como un bien jurídico autónomo y diferenciado de los derechos y libertades a los que está preordenada. 

No procede tampoco, en coherencia con otras enmiendas, etiquetar a la seguridad ciudadana como “requisito” para el ejercicio de derechos y libertades. La seguridad ciudadana no es un condicionante genérico que pueda restringir el ejercicio de cualquier derecho constitucional, sino un estado o condición material que facilita el ejercicio de tales derechos y libertades y que debe proveerse por las instituciones públicas competentes.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 2, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 1 del artículo 2 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“1. Lo dispuesto en esta ley es aplicable, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normativas que incidan en la protección de derechos y libertades y de las competencias que, en su caso, hayan asumido las comunidades autónomas conforme a sus estatutos de autonomía, así como las entidades locales en virtud de lo dispuesto en locales la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, la legislación estatal de régimen local y las leyes autonómicas.”
JUSTIFICACIÓN 

El objeto del precepto es delimitar el ámbito de actuación de la ley con referencia a otras disposiciones u ordenamientos, pero  su dicción resulta algo confusa. 

Parece innecesario decir que una Ley orgánica será de aplicación en todo el territorio.

Ello obviamente no quiere decir que las administraciones que la apliquen deban ser unas u otras, sino que ello vendrá derivado del reparto competencial y no de esta ley.

Por ello el precepto no debe delimitar atribuciones competenciales, sino salvaguardar la posible existencia de otros ordenamientos o normas igualmente aplicables (lo cual incluye a las potestades que la legislación otorga a las corporaciones locales para participar en el mantenimiento de la seguridad ciudadana o elaborar sus normas de convivencia ciudadana).  

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 3, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 3 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“Artículo 3. Fines.

La acción de los poderes públicos en materia de seguridad ciudadana se orienta a remover los obstáculos que impidan el libre ejercicio y disfrute de derechos fundamentales y libertades públicas y la tranquilidad material en las calles, para lo cual velarán por:

a) La protección de las personas y sus derechos, así como de los bienes.

b) El respeto a los derechos de otros y la preservación de la tranquilidad y la convivencia ciudadanas.

c) La pacífica utilización de los espacios destinados al uso y disfrute públicos.

d) La garantía de las condiciones de normalidad en el funcionamiento de las instituciones y la prestación de servicios esenciales.

e) La prevención de ilícitos penales y de infracciones administrativas tipificadas en esta ley.

f) La  sanción de las infracciones tipificadas en esta ley.”

JUSTIFICACIÓN 

En la redacción del proyecto los fines sirven como elemento interpretativo de potestades y definiciones de infracciones muy vagas. Extiende el concepto de seguridad ciudadana en un sentido excesivo que recuerda demasiado al de orden público. 

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 4, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 4.3 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“3. La actividad de intervención se justifica por la existencia de una amenaza concreta o de un comportamiento objetivamente peligroso que,  razonablemente, sea susceptible de provocar un perjuicio real para la seguridad ciudadana y, en concreto, atentar contra los derechos y libertades individuales y colectivos o alterar el normal funcionamiento de las instituciones públicas. Las concretas intervenciones para el mantenimiento y restablecimiento de la seguridad ciudadana se realizarán conforme a lo dispuesto en el capítulo III de esta ley.”
JUSTIFICACIÓN 

Cohonestar los criterios de justificación de la actividad de intervención  contemplados en el art. 4.3 con los previstos en la regulación de las intervenciones típicas preventivas y de mantenimiento y restablecimiento de la seguridad prevista en el capítulo III.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 5, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 5 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“Artículo 5.- Autoridades y órganos.

1. Corresponde al Gobierno, a través del Ministerio del Interior, la preparación, dirección y ejecución de la política general de la seguridad ciudadana, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las comunidades autónomas en tal  materia.

2. En el ámbito de la Administración General del Estado son autoridades y órganos competentes en materia de seguridad ciudadana:

a) El Ministro del Interior.

b) El Secretario de Estado de Seguridad.

c) Los titulares de los órganos directivos del Ministerio del Interior que tengan atribuida tal condición, en virtud de disposiciones legales o reglamentarias.

d) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta y Melilla.

e) Los Subdelegados del Gobierno en las provincias y los Directores Insulares.

3. En las comunidades autónomas que hayan asumido competencias para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo de policía propio, serán autoridades y órganos competentes, a los efectos de esta ley, los correspondientes de las comunidades autónomas en las materias sobre las que tengan competencia. 

4. Las autoridades locales participan en el mantenimiento de la seguridad ciudadana ejerciendo las facultades que les atribuye la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, la legislación de régimen local, espectáculos públicos, actividades recreativas y actividades clasificadas y esta ley.”

JUSTIFICACIÓN 

En el párrafo primero es precisa la mención expresa a las Comunidades Autónomas competentes.

En el párrafo tercero sobra el “asimismo”, dado que no se trata de competencias indistintas de varias administraciones.

Igualmente sobra en una ley orgánica la mención del último párrafo del art. 5.3. Es una cuestión propia de la normativa que regule la administración general del Estado y además sobra especialmente la atribución de funciones a la junta de seguridad, ya que sus atribuciones en el caso de Euskadi quedan previstas en el propio Estatuto de Autonomía.

Debe incluirse a las autoridades locales en la medida en que participan en el mantenimiento de la seguridad ciudadana.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 7, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 3º del artículo 7 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 
“3. Las empresas de seguridad privada, los despachos de detectives privados y el personal de seguridad privada tienen un especial deber de auxiliar a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio de sus funciones, prestarles la colaboración que precisen y seguir sus instrucciones, en los términos previstos en la normativa de seguridad privada.”
 JUSTIFICACIÓN 

La ley de seguridad privada regula en extenso el régimen de la colaboración de estas empresas y personal con las fuerzas de seguridad, por lo que parece adecuado efectuar una remisión a tal ordenamiento.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 9, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado segundo del artículo 9 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“2. Todas las personas obligadas a obtener el Documento Nacional de Identidad lo están también a exhibirlo y permitir la comprobación de las medidas de seguridad cuando fueren requeridas para ello por la autoridad o sus agentes, para el cumplimiento de los fines previstos en el apartado 1 del artículo 16.  De su hurto o extravío deberá darse cuenta de manera inmediata a la comisaría o puesto de las fuerzas y cuerpos de seguridad estatales o autonómicos más próximo.”

JUSTIFICACIÓN 

Se propone la modificación de la redacción del artículo 9.2. Se trata de adecuar la redacción a lo que es habitual, responde a un criterio de proximidad y servicio al ciudadano y corresponde con las competencias de cada cuerpo y con las decisiones adoptadas hace ya décadas por la Junta de Seguridad del País Vasco.

Por otra parte, el precepto parece incorporar un supuesto de exhibición del DNI distinto del de la diligencia de identificación prevista en el art. 16 de la ley, y que consistiría en requerir la exhibición del documento para comprobar las medidas de seguridad incorporadas al mismo de conformidad con el art. 8.2, siendo dicha comprobación por el tiempo imprescindible para dicha comprobación.

Consideramos que debe reconducirse el presupuesto a las situaciones reguladas en las diligencias de identificación del art. 16, ya que de otra forma podría abrirse una vía espuria para identificaciones no amparadas en dicho artículo 16.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 11, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)

Se propone la modificación del apartado 4º del artículo 11 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“4. Los titulares del pasaporte tienen la obligación de exhibirlo cuando fuesen requeridos para ello por la autoridad o sus agentes. También estarán obligados a su custodia y conservación con la debida diligencia. De su hurto o extravío deberá darse cuenta de manera inmediata a la comisaría o puesto de las fuerzas y cuerpos de seguridad estatales o autonómicos más próximo o a la Representación Diplomática o Consular de España en el extranjero.”

JUSTIFICACIÓN 

Se propone la modificación del artículo 11.4 para adecuar la redacción a lo que es habitual, responde a un criterio de proximidad y servicio al ciudadano y corresponde con las competencias de cada cuerpo y con las decisiones de la Junta de Seguridad.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 15, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación de los apartados 2, 3 y 4 del artículo 15 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“2. Será causa legítima suficiente para la entrada en domicilio la necesidad de evitar daños inminentes y graves a las personas y a las cosas, en supuestos de catástrofe, calamidad, ruina inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad.

3. Para la entrada en edificios ocupados por organismos oficiales o entidades públicas, no será preciso el consentimiento de la autoridad o funcionario que los tuviere a su cargo.

4. Cuando por las causas previstas en este artículo las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad entren en un domicilio particular, remitirán sin dilación el acta o atestado que instruyan a la autoridad judicial competente.”
JUSTIFICACIÓN 

Por razones de simple sistemática y para facilitar su comprensión se propone la modificación de los apartados 2, 3 y 4.

La redacción del apartado 2º in fine se presta a confusión. Se quiere decir que no se precisa consentimiento en los supuestos de fuerza mayor y de entrada en edificios oficiales, pero la literalidad de la redacción habla exclusivamente de la no necesidad de consentimiento por los responsables oficiales. 

Por ello se propone dividir el apartado 2º en dos y que el último apartado pase a ser el cuarto.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 16, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación de los apartados 2 del artículo 16 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“2. Cuando no fuera posible la identificación por cualquier medio, incluida la vía telemática o telefónica, o si la persona se negase a identificarse, los agentes, para impedir la comisión de un delito o al objeto de sancionar una infracción, podrán requerir a quienes no pudieran ser identificados a que les acompañen a las dependencias policiales más próximas en las que se disponga de los medios adecuados para la práctica de esta diligencia, a los solos efectos de su identificación y por el tiempo estrictamente necesario para realizarla.”

JUSTIFICACION

Se corre el riesgo de que en la práctica se llegue a identificar el periodo máximo de 6 horas con el tiempo legalmente permisible para la identificación, cuando llegar a tales extremos puede resultar un caso de detención ilegal, máxime si el propósito de la identificación era formular una denuncia por una infracción administrativa. Por ello se propone eliminar la referencia a las 6 horas.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 16, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 3º del artículo 16 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“3. En las dependencias a que se hace referencia en el apartado 2 se llevará un libro registro en el que sólo se practicarán asientos relacionados con la  seguridad ciudadana. Constarán en él las diligencias de identificación practicadas, así como los motivos, circunstancias y duración de las mismas, y sólo podrán ser comunicados sus datos a Ia autoridad judicial competente y el Ministerio Fiscal. La Administración a la que pertenezcan las fuerzas y cuerpos de seguridad actuantes remitirá mensualmente al Ministerio Fiscal extracto de las diligencias de identificación con expresión del tiempo utilizado en cada una. Los asientos de este libro-registro se cancelarán de oficio a los tres años.”
JUSTIFICACIÓN 

El Ministerio del Interior no es quien debe remitir a la Fiscalía los extractos de las diligencias de identificación realizadas por fuerzas de seguridad que no estén bajo su mando. Es obviamente una potestad y deber de cada institución. Otra cosa sería una injerencia constitucionalmente inadmisible, además de no justificarse la cesión de tales datos al Ministerio del Interior desde la óptica de la protección de datos personales.

Este registro es una garantía para los ciudadanos que han sido requeridos para ser trasladados a comisaría por no haber podido ser identificados. Por lo tanto cualquier cesión o comunicación de tales datos a otras administraciones resulta improcedente, y máxime si se pretende justificar en los términos planteados por el Consejo de Estado cuando literalmente dice hablar de este registro que “no ve objeción alguna a que ciertos datos que revelan la propensión a la violencia de un sujeto no puedan ser tenidos en cuenta a la hora de expedirle una licencia de armas. La experiencia demuestra que ello podría evitar numerosos incidentes de trágicas consecuencias.” Al realizar tal afirmación no ha tenido en cuenta la finalidad y los datos contenidos en este registro, que en ningún caso van a revelar la “propensión a la violencia de un sujeto” sino que bien no llevaba encima el DNI o que se ha negado a proporcionarlo (o que los medios telemáticos de la policía no han funcionado). Si hubiera una resistencia activa o violenta procedería la detención no esta diligencia. Por lo tanto el mero acompañamiento a dependencias policiales para ser identificado nunca debería constituir un antecedente que pueda condicionar el ejercicio de futuros derechos.

Por lo tanto la sola sugerencia del uso de este registro como elemento para elaborar perfiles delictivos  obliga a establecer una especial cautela en cuanto al círculo de quienes pueden acceder a tales datos, es decir, exclusivamente los juzgados y el ministerio fiscal.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 17, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 2º del artículo 17 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“2. Para el descubrimiento y detención de los partícipes en un hecho delictivo causante de grave alarma social y para la recogida de los instrumentos, efectos o pruebas del mismo,  se podrán establecer controles en las vías, lugares o  establecimientos públicos, siempre que resulte indispensable proceder a la identificación de personas que se encuentren en ellos, al registro de vehículos o al control superficial de efectos personales. El resultado de la diligencia se pondrá de inmediato en conocimiento del Ministerio Fiscal.”
JUSTIFICACIÓN 

Los controles a los que se refiere el artículo 17.2 del anteproyecto en la redacción dada en la LOPSC vigente se limitan diligencias de prevención en caso de comisión de un hecho delictivo de grave alarma social. En la propuesta tales controles se amplían ya no sólo a los casos de la comisión de un delito causante de grave alarma social, sino también a los casos de prevención de tales delitos. Tal amplitud parece excesiva, sobre todo porque permite proceder a identificaciones y registros preventivos en supuestos en los que no se darían los presupuestos del art. 16 y 18.

 
En su redacción original el precepto habilitaba controles y redadas que afectaban a un círculo más o menos grande de personas de un modo indiscriminado, pero cuyas molestias podían justificarse por tratarse de evitar la huida de un delincuente que ha causado gran alarma social. Así todo, lo indiscriminado de la medida obligaba a un control a posteriori por el Ministerio Fiscal. Se propone mantener estas garantías.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 20, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 2º del artículo 20 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

 “2. Salvo que exista una situación de urgencia por riesgo grave e inminente para los agentes, el registro se realizará por un agente del mismo sexo que la persona sobre la que se practique esta diligencia.

Si el registro exigiera dejar a la vista partes del cuerpo normalmente cubiertas por ropa, se efectuará en un lugar reservado y fuera de la vista de terceros, salvo exista una situación de urgencia por riesgo grave e inminente para los agentes. Se dejará constancia escrita de la diligencia, sus causas y la identificación del agente que adoptó la medida.” 
JUSTIFICACIÓN

Diversas instrucciones internas de las FCS ya comprendían que los cacheos se llevaran a cabo, salvo urgencia, por personal del mismo sexo que la persona cacheada. Pero el artículo 20.2 no prevé el supuesto de urgencia o fuerza mayor en tal caso, del mismo modo que lo prevé para otras exigencias relacionadas con la intimidad en los registros corporales.

Por otro lado, en el caso de registros corporales que comporten desnudar partes del cuerpo, tal y como indicaba el Consejo de Estado, parece conveniente que se diligencie a posteriori por escrito tal actuación.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 23, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del tercer párrafo del apartado 1º del artículo 23 del Proyecto de Ley, que dice lo siguiente: 
 “También podrán disolver las concentraciones de vehículos en las vías públicas y retirar aquéllos o cualesquiera otra clase de obstáculos cuando impidieran, pusieran en peligro o dificultaran la circulación por dichas vías.”

JUSTIFICACIÓN 

El precepto contempla, además de las causes de disolución de una manifestación previstas en el artículo 5 de la ley orgánica reguladora del derecho de reunión y manifestación (LORDRM), una singular y distinta en el caso del ejercicio del derecho de manifestación utilizando vehículos, cual es que se podrán disolver si ponen en peligro o dificultan la circulación por las vías públicas.

El art. 5 de la LORDRM prevé la suspensión y disolución de manifestaciones en el caso, entre otros, de que se produzcan alteraciones del orden público, con peligro para personas o bienes. Y ahora al mismo se añade el caso de concentraciones de vehículos que impidan, pongan en peligro o dificulten la circulación.

El derecho de manifestación es materialmente predicable respecto a las agrupaciones de personas, pero ello no impide, en principio, que éstas utilicen vehículos, 

De la jurisprudencia constitucional y del Tribunal Supremo se desprende que  solo pueden prohibirse manifestaciones con o sin utilización de vehículos en supuestos  muy concretos, ya que cualquier manifestación suele  producir trastornos y restricciones en la circulación de personas y de vehículos que se ven impedidos de circular libremente por el lugar en que se celebran. Deben existir razones fundadas para pensar que se producirá "la obstrucción total de vías de circulación que, por el volumen de tráfico que soportan y por las características de la zona -normalmente centros neurálgicos de grandes ciudades-, provoquen colapsos circulatorios en los que, durante un período de tiempo prolongado, queden inmovilizados vehículos y se impida el acceso a determinadas zonas o barrios de la ciudad ..., si, por ejemplo, resulta imposibilitada la prestación de servicios esenciales con incidencia en la seguridad de personas y bienes, como son los servicios de ambulancias, bomberos, policía o urgencias médicas".

Ver Stco 284/2005, de 7 de noviembre (FJ 6), o STC 110/2006, de 3 de abril.

El art. 21.2 CE sólo contempla la prohibición de una manifestación cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes, del cual derivan los supuestos de prohibición, suspensión y disolución contemplados en la LORDRM.

La introducción del nuevo presupuesto previsto en el proyecto vulnera el ejercicio del derecho legítimo del derecho de reunión y manifestación, por cuanto tal ejercicio conforme al Tribunal Constitucional se puede expresar utilizando vehículos. De forma que sólo cabría disolver tal manifestación en los casos ya contemplados en el art. 5 de la LORDRM.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 25, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 25 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“1. Las personas físicas o jurídicas que ejerzan actividades relevantes para la seguridad ciudadana, como las de hospedaje, comercio o reparación de objetos usados, alquiler o desguace de vehículos de motor, compraventa de joyas y metales, ya sean preciosos o no, objetos u obras de arte, centros gestores de residuos metálicos, establecimientos de comercio al por mayor de chatarra o productos de desecho, o de venta de productos químicos peligrosos a particulares, deberán cumplir las obligaciones de registro documental e información que reglamentariamente se impongan.”

JUSTIFICACION

La forma de redactar el mandato es vaga, ya que parece que el mandato no lo impone esta ley sino otra normativa, cuando en realidad está debe ser la norma que imponga la obligación y habilite el desarrollo reglamentario.

El precepto amplia los supuestos de obligación de registro documental y comunicación a las fuerzas de seguridad de determinadas  operaciones comerciales en supuestos tales como acceso comercial a servicios telefónicos o telemáticos de uso público mediante establecimientos abiertos al público, cerrajería de seguridad o venta de productos químicos peligrosos a particulares.

No se explicitan las razones para que todos estos supuestos constituyan actividades relevantes para la seguridad ciudadana en todo caso.

En el caso de la cerrajería de seguridad parece que ciertos profesionales cerrajeros son partidarios de  controlar la venta y circulación de las herramientas de cerrajería y que se ponga en marcha un registro de cerrajeros de seguridad, que permita conocer los profesionales que trabajan en el sector. Puede existir intrusismo en el sector e incluso gente que aproveche ciertas habilidades o la venta de una cerradura para cometer un delito, pero ello no justifica que la compraventa de una cerradura de seguridad requiera ser registrada y comunicada a la policía. Y en cualquier caso el control previsto no sería sobre los cerrajeros sino sobre las compraventas y colocación de cerraduras. El control registral impuesto no es relevante para la seguridad ciudadana.

En el caso de los ciberlocales y locutorios, la dicción del precepto abarcaría no sólo estos locales especializados sino incluso los hoteles, bibliotecas públicas y cualquier establecimiento público que pudiera ofertar entre sus servicios  un servicio telefónico o wifi.  Resulta desproporcionado exigir que se pida el DNI para hacer una llamada telefónica o utilizar una conexión de Internet y que tal operación se registre o comunique a la policía. Por otra parte y en cuanto a los locutorios es una medida que estigmatiza singularmente a inmigrantes, sus clientes habituales. Y tampoco resulta especialmente útil desde la perspectiva de la prevención y persecución de delitos.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 26, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 26 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“Artículo 26. Establecimientos e instalaciones obligados a adoptar medidas de seguridad.

Reglamentariamente, en desarrollo de lo dispuesto en la presente ley, la normativa de seguridad privada y, en su caso, la reguladora de infraestructuras críticas, podrá establecerse la necesidad de adopción de medidas de seguridad en establecimientos e instalaciones industriales, comerciales y de servicios, así como las infraestructuras críticas y de carácter esencial, con la finalidad de prevenir la comisión de actos delictivos o infracciones administrativas, o cuando generen riesgos directos para terceros o sean especialmente vulnerables.”

JUSTIFICACIÓN 

Puede tratarse de medidas de seguridad obligatorias en instalaciones de titularidad pública o para la prestación de servicios públicos que no tienen por qué regirse por lo dispuesto en la normativa de seguridad privada o cuyas medidas de seguridad obligatorias no deben prestarse por la industria de la seguridad privada.

No procede la  singular a los establecimientos que den acceso a servicios telefónicos o telemáticos cuando el precepto no enumera ninguno de los tipos de establecimientos que, con mayor  fundamento  deben disponer de medidas de seguridad.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 27, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 1º del artículo 27 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“1. El Estado podrá dictar normas  destinadas a prevenir o restablecer la seguridad ciudadana en determinados espectáculos y actividades recreativas en los que exista un especial riesgo o vulnerabilidad de alteración de aquella.”

JUSTIFICACIÓN 

El artículo 27.1 del anteproyecto atribuye al Estado la capacidad de dictar  normas de seguridad pública para los edificios e instalaciones en los que se celebren espectáculos y actividades recreativas. 

No obstante, tal precepto debe cohonestarse con el artículo 5.2 del mismo anteproyecto que constata la existencia de competencias plenas en materia de espectáculos y actividades recreativas en Comunidades Autónomas como Euskadi.

Atendiendo al artículo 5.2 del proyecto de ley, y al reparto competencial t interpretado por el Tribunal Constitucional, el Estado  no podría dictar normas cuyo objeto sea velar por el buen orden de los espectáculos y la protección de las personas y bienes a través de una acción administrativa ordinaria, aun cuando la misma pueda conllevar la intervención de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, siempre que ésta se conciba como elemento integrante del sistema preventivo habitual del control del espectáculo.

La STCO 148/2000, de 1 de junio de 2000, estima que “puede resultar legítimo, …que el Estado regule, por razones de "seguridad pública", determinadas actuaciones preventivas y reactivas respecto de las manifestaciones de violencia que pudieran producirse con motivo de la celebración de determinados espectáculos deportivos”, pero matiza que ello está justificado cuando se trate de fenómenos sociales en los que exista una peligrosidad potencial inherente  por la que constituyan ocasión para la generación de fenómenos violentos, y pueda “precisar de un dispositivo que constituya a las fuerzas y cuerpos de seguridad en el elemento determinante del control del propio espectáculo, activando las medidas que hubieran de resultar necesarias en cada caso”.

En definitiva conforme al Tribunal Constitucional pueden resultar encuadrables en la materia "seguridad pública", respecto de los brotes de violencia que pudieran producirse con ocasión de determinados espectáculos “todas aquellas medidas o cautelas que, dirigiéndose a la protección de personas y bienes, tengan como finalidad aún más específica evitar graves riesgos potenciales de alteración del orden ciudadano y de la tranquilidad pública”, que han de reclamar “como complemento obligado y permanente, la presencia efectiva de las fuerzas del orden durante el desarrollo del espectáculo mismo, con el fin de controlar directamente los factores de riesgo. Ha de tratarse, en fin, de la posible existencia de contingencias o "situaciones extraordinarias" (STC 52/1993, de 11 de febrero, FJ 5).

La redacción del artículo 27.1 del anteproyecto incluye una atribución excesivamente genérica puesto que no explicita convenientemente el supuesto habilitante de la regulación estatal en los términos de la doctrina constitucional, siendo muy vaga la alusión a la seguridad pública, y ello máxime cuando no se refiere a dispositivos policiales de prevención y restablecimiento de la seguridad ciudadana ante una situación extraordinaria o una peligrosidad singular, ya que de la seguridad, sino a los edificios e instalaciones.

Consideramos que la literalidad del precepto plantea problemas de encaje en el bloque de constitucionalidad y conviene ser más precisos en su redacción para posibilitar su correcta interpretación en la línea de lo dispuesto en el propio artículo 5.2 del anteproyecto.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 27, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 3º del artículo 27 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

 “3. La normativa específica determinará los supuestos en los que delegados de la autoridad deban estar presentes en la celebración de los espectáculos y actividades recreativas, los cuales podrán proceder, previo aviso a los organizadores, a la suspensión de los mismos por razones de máxima urgencia en los supuestos previstos en el apartado anterior.”

JUSTIFICACIÓN 

En la literalidad de la redacción se impone la presencia de tales delegados en todo tipo de espectáculo; la remisión a la normativa específica no mitiga la generalización de dicha obligación, cuando en realidad tal presencia sólo es precisa en casos muy singulares.

La redacción que se propone remite a la normativa específica la determinación de los casos en que deba existir un delegado de la autoridad en el espectáculo.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 30, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 30 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“Artículo 30. Sujetos responsables.

1. La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en el autor del hecho en que consista la infracción.

2. En materia de exención de responsabilidad, sin perjuicio de las causas específicas que se establezcan en las normas sancionadoras, se aplicarán los supuestos previstos en el Código Penal, siempre que sean compatibles con la naturaleza y finalidad de la infracción concreta.

2. El error sobre un elemento del tipo o sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción solamente eximirá de responsabilidad si fuera invencible. El error vencible únicamente tendrá efecto atenuante si supone disminución del grado de imprudencia. Si el dolo es elemento integrante del tipo infractor aplicado, el error vencible también eximirá de responsabilidad.

El error sobre una circunstancia agravante impedirá su apreciación si es invencible. Si fuese vencible podrá tener efecto atenuante respecto del tramo de sanción que se relacione con la apreciación de la circunstancia agravante.

3.  No serán responsables los menores de 14 años. No obstante, en caso de que se advirtiera la existencia de una situación de riesgo para el menor autor de alguna de las infracciones contempladas en esta ley se remitirá  testimonio a la entidad de protección de menores a fin de valorar su situación, y en su caso promover las medidas de protección adecuadas.

4. A los efectos de esta ley se considerarán organizadores o promotores de las reuniones en lugares de tránsito público o manifestaciones las personas físicas o jurídicas que hayan suscrito la preceptiva comunicación. Asimismo, aun no habiendo suscrito o presentado la comunicación, también se considerarán organizadores o promotores quienes de hecho las presidan, dirijan o ejerzan actos semejantes, o quienes por publicaciones o declaraciones de convocatoria de las mismas, por las manifestaciones orales o escritas que en ellas se difundan, por los lemas, banderas u otros signos que ostenten o por cualesquiera otros hechos pueda determinarse razonablemente que son directores de aquellas.”

JUSTIFICACIÓN


Siguiendo el criterio del Consejo de Estado suprimir las letras b), c) y d) del apartado 2. Siguen el ejemplo del artículo 20 del Código Penal, pero resulta incompleto pues faltan algunas eximentes de la responsabilidad criminal, quizás por referirse a la antijuridicidad y no a la culpabilidad. La ausencia de antijuridicidad y culpabilidad impide consumar el ilícito y, en consecuencia, sancionar la infracción. La doctrina del Tribunal Constitucional, la jurisprudencia y los comentaristas rechazan hoy la posibilidad de sancionar penal o administrativamente conductas huérfanas de todo elemento de culpa.


Por lo tanto parece adecuado remitirse a las causas de exención de la responsabilidad previstas en el Código Penal y la irreprochabilidad de los menores de 14 años. 


No se advierte la necesidad de dar traslado en la generalidad de supuestos al Ministerio Fiscal de actuaciones de menores de 14 años exentas de reprochabilidad administrativa. Cuestión distinta será la oportunidad de hacerlo cuando se advierta una situación de riesgo para el menor conforme a la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero. En tales casos más que remitirlo al Ministerio Fiscal habría que remitirlo a la entidad pública de protección de menores testimonio de los particulares que considere precisos respecto al menor, a fin de valorar su situación, y dicha entidad habrá de promover las medidas de protección adecuadas.

Igualmente sería adecuado el reconocimiento de la exención de responsabilidad en los casos de error invencible sobre un elemento del tipo o sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción, o en el caso del error vencible si el dolo es  elemento integrante del tipo infractor aplicado. Igualmente el error vencible sobre los elementos del tipo debería atenuar la sanción. Los errores sobre circunstancias agravantes  deberían impedir su apreciación si es invencible. Si fuera vencible podrá tener efecto atenuante respecto del tramo de sanción que se relacione con la apreciación de la circunstancia agravante.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 31, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del apartado 1º del artículo 31 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“1. Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de esta ley o de otras leyes estatales sobre seguridad pública se sancionarán observando las siguientes reglas:

(el resto igual)”

JUSTIFICACIÓN

El precepto plantea reglas para la resolución de concursos de leyes. Este proyecto no es el adecuado, como ley sectorial que es,  para fijar reglas para la resolución de los concursos de normas con carácter general entre leyes procedentes de diversos ordenamientos.

Máxime si se trata de posibles concursos de normas entre esta ley y leyes autonómicas, por cuanto ello implicaría que esta ley estatal pretende reconfigurar los supuestos de aplicación de la competencia autonómica, en última instancia mediante la regulación de sanciones más graves. 

Los criterios de aplicación de la normativa autonómica por ejemplo de espectáculos públicos y actividades recreativas vienen determinados en función del principio de competencia aplicando los criterios hermenéuticos de la doctrina constitucional tales como la determinación del título competencial prevalente. Es más, aún es posible en hipótesis que unos mismos hechos puedan ser sancionados doblemente por instancias estatales y autonómicas sin contravenir el principio de non bis in ídem, si el bien jurídico protegido fuera distinto.

Resultaría más lógico que esta nueva ley no pretenda duplicar infracciones y sanciones ya recogidas en otros ordenamientos sectoriales, al amparo de una indebida extensión del concepto de seguridad ciudadana.
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 32, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 32 del Proyecto de Ley, quedando redactado 
“Artículo 32. Órganos competentes.

1. Serán competentes para imponer las sanciones tipificadas en esta ley en el ámbito de la Administración General del Estado:

a) El Ministro del Interior, para imponer multas de importe superior a 300.000 euros y cualquiera de las restantes sanciones previstas por infracciones muy graves.

b) El Secretario de Estado de Seguridad, para imponer multas de importe no superior a 300.000 euros y cualquiera de las restantes sanciones previstas en esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente.

c) Los Delegados del Gobierno en las comunidades autónomas y en las Ciudades de Ceuta y Melilla, para imponer multas de importe no superior a 30.000 euros y las demás sanciones previstas en el artículo 38, por infracciones graves o leves.

2. Serán competentes para imponer las sanciones tipificadas en esta ley  las autoridades correspondientes de la Comunidad Autónoma en el ámbito de sus competencias en materia de seguridad ciudadana.

3. Los alcaldes podrán ejercer la potestad sancionadora derivada de la comisión de las infracciones graves previstas en los apartados 11, 17, 18 y 21 del artículo 36, así como de las infracciones leves contempladas en los apartados 3, 7, 13, 14 y 17 del artículo 37 de esta ley, siempre y cuando se cometan en la vía pública o espacio público local o se refieran a bienes municipales.

En los términos del artículo 41, las ordenanzas municipales podrán introducir especificaciones o graduaciones en el cuadro de las infracciones y sanciones  tipificadas en esta ley.

JUSTIFICACIÓN

1) Deben reflejarse las atribuciones autonómicas en materia sancionadora.

2) La atribución competencial sancionadora a las entidades locales es imprecisa. La redacción asume el criterio del Consejo de Estado de prescindir de enumerar preceptos concretos y señalar la competencia local para sancionar  y adoptar el resto de medidas previstas en la LOPSC siempre que se cumplan dos condiciones: a) que tengan competencias en razón de la legislación específica y b) que se cometan en espacios públicos municipales o que afectaran a bienes de titularidad local. 

El argumento del Consejo de Estado estribaba en que “las Comunidades Autónomas son competentes en algunas de las materias sectoriales a las que se refiere el anteproyecto” por lo que podría dar lugar a conflictos de competencias y duplicidades. Pero la consecuencia de la redacción final incide en los mismos problemas, cuando no los acrecienta. Conforme a la redacción dada un municipio sólo tendrá competencia sancionadora conforme a la LOPSC cuando la normativa sectorial correspondiente así se lo atribuya (por ejemplo, la normativa de espectáculos públicos y actividades recreativas). Pero en tal caso, ¿qué normativa aplica, la LOPSC, la sectorial estatal u autonómica, las ordenanzas locales de convivencia ciudadana? Del mismo modo si la normativa sectorial autonómica no le atribuye competencia no la tendrá en seguridad ciudadana.

Se supone que cada norma sancionadora protege y vela por bienes jurídicos específicos y las reglas sobre el concurso de normas sirven para determinar el ordenamiento aplicable y de éste deriva, en su caso, la competencia.

Por otra parte el precepto resulta impreciso, dado que podría interpretarse como una competencia local absoluta, dado que estas infracciones usualmente se cometerán en la vía pública, que es un espacio público de titularidad municipal.

Tampoco queda claro si se trata de una competencia compartida o indistinta o complementaria. Conforme a la  LBRL al  determinarse  la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que no se produce una atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración Pública. Aquí existe en principio una atribución sancionadora indistinta en la mayor parte de los casos, a salvo que la competencia local excluya la autonómica o estatal cuando la infracción se cometa en la vía pública, lo cual es contradictorio con que en el primer borrador elaborado por el Gobierno ni siquiera se reconocían competencias locales.

El informe del Consejo de Estado alude a la necesidad de previa tipificación en ley formal de las infracciones que pueda desarrollar cada municipio en ordenanzas locales. Es conveniente aprovechar esta LOPSC para cohonestar la remisión a dichas ordenanzas locales con las previsiones del título XI de la LRBRL sobre tipificación de las infracciones y sanciones por las Entidades Locales en determinadas materias, que ha servido de base a las ordenanzas locales sobre convivencia ciudadana, que inciden en los aspectos contemplados en la LOPSC.

En la enmienda se propone identificar por exigencias de seguridad jurídica las infracciones de la LOPSC que pueden sancionarse por los municipios, sin remitirse a atribuciones conferidas en otras normas sectoriales.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 35, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 35.1 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“1. La intrusión, sobrevuelo o interferencia ilícita en infraestructuras o instalaciones acotadas de centrales nucleares, petroquímicas, refinerías y depósitos de combustible, puertos, aeropuertos y demás grandes infraestructuras de transporte y servicios de suministro y distribución de agua, gas y electricidad, así como la obstrucción en su funcionamiento, en los casos en que genere  riesgo para las personas o un perjuicio en dicho funcionamiento.”

JUSTIFICACIÓN 

1.- El bien jurídico a proteger es el buen funcionamiento de servicios básicos para la comunidad definidos en el proyecto de ley como centrales nucleares, petroquímicas, refinerías y depósitos de combustible, puertos, aeropuertos y demás infraestructuras de transporte y servicios de suministro y distribución de agua, gas y electricidad.

En el borrador se aludía expresamente a infraestructuras críticas, pero finalmente se sustituyó tal referencia atendiendo a los informes recibidos, dado que el listado de tales infraestructuras no es público por lo que era difícil no incurrir en error de prohibición para el ciudadano. La acotación de los servicios básicos para la comunidad a las citadas infraestructuras aunque sea a los efectos exclusivos de la LOPSC resulta parcial y arbitraria. Además, la definición de estas instalaciones especialmente protegidas implica que la prohibición se extiende de un modo irrazonable más allá de las propias infraestructuras críticas: basta cualquier estación de gasolina o un pequeño depósito de agua, y abarca todo tipo de estaciones de trenes, autobuses o aeropuertos, y a sus inmediaciones.

Por lo tanto  se propone que en el tipo sancionador se definan expresamente las instalaciones especialmente protegidas.

2.- No es proporcional sancionar los mismo las manifestaciones no comunicadas y las prohibidas, ya que en las primeras únicamente falta un requisito formal, lo que no ostenta la misma gravedad que desobedecer una prohibición expresa.

La redacción no deja claro si la mera no comunicación es sancionable o se requiere además haber generado con la reunión un riesgo para personas o perjuicio de funcionamiento. O si por el contrario tal riesgo integra el tipo sólo en los casos de intrusión. En su literalidad cabría entender que el riesgo o peligro sólo es exigible en casos de intrusión o interferencia, idea que parece reforzarle al examinar el equivalente en las infracciones graves que sólo se refiere intrusión e interferencia al hablar de servicios básicos.

Si  el tipo requiere generar un riesgo o peligro también en  los casos de reunión o manifestación no comunicada o prohibida, la redacción sería incoherente puesto que el riesgo tal riesgo o perjuicio al funcionamiento del servicio esencial con motivo de una manifestación comunicada resultaría impune, lo cual no sería razonable.

En cualquier caso, el tipo infractor contempla una infracción de riesgo abstracto de forma que cualquier reunión no comunicada por tal hecho resultaría sancionable, dado que ante la falta de preaviso no se habrían podido adoptar las medidas policiales y de seguridad oportunas.

Siguiendo con las reuniones y manifestaciones el tipo sanciona la celebración de las que han sido prohibidas, pero no de aquellas que se celebren sin atender a los condicionantes impuestos: por ejemplo, cuando se modifica gubernativamente el itinerario o el lugar de celebración.  Y tampoco la celebración de nuevo de una manifestación o reunión suspendida.

El  Código Penal ya sanciona específicamente  como delito  en su art. 514.5, la celebración de una reunión o manifestación previamente prohibida si se pretende con ello alterar gravemente la paz pública, y lo mismo hace con la desobediencia grave a la autoridad aun cuando los hechos no integren el tipo específico del art.  514.5 CP. Por lo cual el tipo administrativo puede ser redundante.

Si el Gobierno estaba pensando inicialmente en la protección de infraestructuras críticas debe considerarse que las mismas por aplicación de su propia normativa están sujetas a especiales medidas de seguridad en cuanto al acceso a las mismas. 

En la mayoría de las infraestructuras a las que se refiere el precepto estaremos hablando de centros o instalaciones cerrados, que no resultan propiamente lugares de tránsito público, por las medidas de seguridad impuestas para su acceso. No resultando exigible la comunicación previa gubernativa. Habitualmente en tales instalaciones lo que se producirán serán reuniones enmarcadas en el derecho de reunión en el ámbito empresarial amparadas por el art. 8.1.b) de la Ley Orgánica de Libertad Sindical. 

Debe evitarse la interferencia innecesaria de la vía gubernativa en la resolución de conflictos laborales, y en este sentido tenerse en cuenta que la existencia de un conflicto laboral en un servicio básico puede legítimamente implicar ciertos perjuicios para su funcionamiento ordinario, que no deberían intentar sancionarse con este proyecto. Existe jurisprudencia que claramente diferencia entre la intrusión en un recinto y la permanencia de los huelguistas en las instalaciones laborales, por ejemplo.

3.- Sobra la precisión de que en el caso de las reuniones y manifestaciones serán responsables los organizadores o promotores, dado que serían responsables ya con las reglas de imputación generales como autores del hecho sancionable. No se entiende tal precisión en este tipo, cuando no aparece en otros tipos infractores y se deduce de los criterios de imputación general. Si lo que se pretende es establecer para este caso singular una presunción legal no resulta razonable: los promotores no deben responder de aquello que no les sea personalmente atribuible por dolo o negligencia. En definitiva, sobra este último inciso.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 35, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del artículo 35.4 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN 

Se tipifica la proyección de haces de luz, mediante cualquier tipo de dispositivo, sobre los pilotos o conductores de medios de transporte que puedan deslumbrarles o distraer su atención y provocar accidentes

La definición del tipo puede dar lugar a diversas interpretaciones a falta de mayor acotación. ¿Qué se entiende por medio de transporte? ¿Cualquier vehículo de automoción o sólo los que transportan mercancías y viajeros como transporte público o comercial? ¿Qué se entiende por dispositivos que proyecten haces de luz? ¿Cualquier fato o foco o sólo los dispositivos laser y similares? Dependiendo de la respuesta cabría sancionar por la LOPSC el uso indebido de luces largas por un automóvil, cuando se trata de algo que ya tiene respuesta en la ley de seguridad vial.

El uso de lasers para deslumbrar a pilotos de aviación debe sancionarse como delito en el Código Penal y no como infracción administrativa. En el Derecho comparado se puede llegar a sancionar cuando es intencionado con severas penas de cárcel.

Lo lógico sería sancionar los casos más graves en el Código Penal como delitos de peligro abstracto, dejando los casos más leves a la sanción por las normas sectoriales correspondientes: legislación de seguridad vial, etc.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 36.2 del Proyecto de Ley, que pasa a tener la siguiente redacción:

“2. La perturbación de la seguridad ciudadana que se produzca con ocasión de reuniones o manifestaciones frente a las sedes del Congreso de los Diputados, el Senado y las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, aunque no estuvieran reunidos,  cuando no sea delito.”

JUSTIFICACIÓN 

El precepto pretende sancionar las perturbaciones graves de la seguridad ciudadana con ocasión de reuniones y manifestaciones ciudadanas frente a las sedes de las asambleas legislativas, estuviesen o no reunidas, siempre que se celebrasen con inobservancia de los requisitos previstos en la Ley Orgánica del derecho de reunión y manifestación.

La infracción administrativa exige que la perturbación de la seguridad se produzca con ocasión de reuniones o manifestaciones ante sedes de Asambleas Parlamentarias, reunidas o no. Si la Asamblea legislativa no está reunida no se aprecia el motivo de la singularidad puesto que carece de transcendencia cara a perturbar el funcionamiento institucional de la cámara o los derechos de representación política. Y si estuviese reunida tales hechos pueden tipificarse como delito del art. 494 CP, si alteran el normal funcionamiento de la cámara.

Por lo tanto el bien jurídico protegido no es el normal funcionamiento de las instituciones representativas sino aparentemente sus edificios oficiales frente a perturbaciones de la seguridad ciudadana con ocasión de reuniones o manifestaciones, sin que se aprecie la razón de ser de este tratamiento singular con respecto a otros edificios oficiales.

Por otra parte, no se sanciona realizar una manifestación frente al Parlamento sin previa comunicación, sino la perturbación grave de la seguridad ciudadana en una manifestación sin previa comunicación. Es decir, que agrava el tipo leve referente a los incumplimientos de la LORDRM, si bien los autores de este tipo agravado no tienen que ser necesariamente los organizadores o promotores, sino los autores materiales de la perturbación  y, en este sentido,  no se advierte la diferencia entre la perturbación grave del orden producida en una manifestación no comunicada o en una comunicada.

Además, la perturbación grave de la seguridad ciudadana es susceptible de integrar el delito de desórdenes públicos en la redacción propuesta en la reforma del Código Penal del delito de desórdenes públicos, que  amplía su conceptuación, de forma que la alteración de la paz pública no es un elemento intencional, sino un resultado material; no se requieren medios o resultados concretos (lesiones, invasión, etc.) y se puede cometer no sólo en grupo sino amparado en él. En la reforma el contexto de los hechos en una reunión numerosa constituye una agravación, lo mismo que la invasión u ocupación de local o establecimiento.

Por lo tanto el tipo administrativo puede coincidir con el ilícito penal a partir de cómo quede la reforma del Código Penal. En consecuencia, la decisión judicial al respecto que considerase que los hechos carecen de relevancia penal difícilmente ampararía la sanción como infracción muy grave de la LOPSC.

En consecuencia se propone suprimir el precepto o modificarlo en el sentido expuesto en esta enmienda.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 36.9 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“9. La intrusión, sobrevuelo o interferencia ilícita en infraestructuras o instalaciones acotadas de centrales nucleares, petroquímicas, refinerías y depósitos de combustible, puertos, aeropuertos y demás grandes infraestructuras de transporte y servicios de suministro y distribución de agua, gas y electricidad, así como la obstrucción en su funcionamiento, cuando no constituyan infracción muy grave.”

JUSTIFICACIÓN 

En coherencia con la enmienda al art. 35.1.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del apartado 11º del artículo 36 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN

La prostitución no constituye un problema que deba abordarse desde esta ley.

Además, no tiene sentido, sancionar a las personas que ejercen la prostitución por la reiteración en ofrecer sus servicios en determinados lugares una vez que ha sido requerida por la policía para que se abstenga de ello. Carece de lógica dicho requerimiento si el comportamiento no es sancionable en si mismo y tampoco se arbitra cómo debe realizarse, ¿mediante una resolución por escrito y de forma motivada?

No está claro el bien jurídico protegido; por un lado parece serlo la infancia y la juventud (si bien no se justifica en qué medida), pero por otro parece serlo la seguridad vial. Al menos respecto a ésta última, no parece que esta sea la ley oportuna para tal regulación, y, en su caso, no se apreciaría la diferencia entre estos servicios y la sanción a auto-stopistas.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del apartado 14º del artículo 36 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN

Este precepto pretende sancionar parte de lo que se sancionaba en el art. 637 del CP, como falta penal. Deja fuera del tipo y su posible sanción atribuirse públicamente un título académico que no se posea.

La falta penal era un tipo residual para los casos en los que no se dieran los presupuestos del delito de intrusismo y constituía una especie de falsedad ideológica con la finalidad única de usurpar el carácter y generar el engaño sabiendo que se careced de derecho para usarlos, conforme a alguna sentencia impuesta en la materia. Por lo tanto la falta penal exigía un cierto ánimo que excluía el simple ánimo jocoso propio de carnavales o una fiesta de disfraces.

Sin embargo, la infracción prevista en el proyecto contempla un tipo objetivado, que obligaría a que se debiese de autorizar cualquier tipo de disfraz similar a un uniforme, lo cual es desproporcionado y excesivo para los usos sociales en fiestas como los carnavales.

Además no sólo castiga el disfraz sino el uso no autorizado de cualquier elemento del equipamiento de cuerpos policiales o servicios de emergencia, infracción que puede no referirse a una falsedad o engaño (¿sería infracción emplear un utensilio común que formase parte del equipamiento de estos servicios?), sino meramente al uso indebido.

Consideramos que es preferible su sanción como falta o delito leve según la terminología que se pretende en la reforma del Código Penal.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del apartado 16º del artículo 36 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN

Consideramos que la realización o incitación a la realización de actos que atenten contra la indemnidad sexual de los menores o personas con discapacidad necesitadas de especial protección es preferible su sanción penal, sea como delito, sea en los casos que no merezcan tal calificación como falta o delito leve según la terminología que se pretende en la reforma del Código Penal.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación  del artículo 36.17 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“17. La tenencia o consumo de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, aunque no estuvieran destinadas al tráfico, en lugares, vías, establecimientos públicos o transportes colectivos, así como el abandono de los instrumentos u otros efectos empleados para ello en los citados lugares.”
JUSTIFICACIÓN 

En la LOPSC se diferencia el “consumo" y la "tenencia ilícita" de drogas, mientras que en el proyecto se habla de consumo o tenencia ilícitos, lo cual implicaría que existe un consumo lícito en vías públicas que la ley no define. O se elimina la expresión “ilícitos” o ésta se refiere como en la actualidad exclusivamente a la tenencia.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 36, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión  del artículo 36.18 del Proyecto de Ley.
JUSTIFICACIÓN 

La redacción sanciona el consumo de alcohol que perturba la tranquilidad ciudadana. Pero, la tranquilidad no se perturba por tal ingesta, sino por quienes tras beber disturban tal tranquilidad. Si ello genera problemas de seguridad ciudadana ya existen otros tipos penales y en este proyecto para su sanción. Y si no alcanza a existir una alteración del orden ya existe suficiente normativa sectorial que contempla sanciones para tales casos en las leyes de espectáculos y actividades recreativas o las ordenanzas locales de convivencia ciudadana o las leyes de prevención de las adicciones y drogodependencias.

Además lo frecuente en la normativa antibotellón es no tanto sancionar la ingesta de alcohol como la congregación de un grupo en la vía pública para consumir bebidas, que no siempre son alcohólicas perturbando la tranquilidad.

El Consejo de Estado apuntaba también la posibilidad de que con la redacción dada quedaran en cuestión inveteradas costumbres de las fiestas populares.
Pero, con la redacción dada incluso cabría sancionar la ingesta de alcohol en un bar cuando se perturbe la tranquilidad, ¿quizá por exceso de ruido?

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación  del artículo 37.4 del Proyecto de Ley, quedando recatado como sigue:
“4. La falta de respeto y consideración que se realicen en una reunión o concentración cuyo destinatario sea un miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ejercicio de sus funciones, cuando estas conductas no sean constitutivas de delito.”

JUSTIFICACIÓN

La falta de respeto y consideración tiene precedente en la legislación anterior. Se propone eliminar la referencia a injurias.

Debe sopesarse la inconveniencia de que  las injurias a funcionarios públicos se corrijan por la propia Administración castigando a sus autores en el ejercicio de una potestad de autotutela y con desplazamiento de la carga de la prueba de su exculpación al supuesto infractor, mientras que un ciudadano injuriado debería acudir en defensa de su honor a la jurisdicción civil con los costes y cargas añadidos.
Respecto a las injurias se plantea el problema de la posición procedimental del ofendido. Por un lado no puede haber ilícito si el ofendido no se manifiesta como tal, y además en este caso el denunciante ofendido ostenta en sus manifestaciones una presunción de veracidad desplazando la prueba a la otra parte. 

Si las injurias y vejaciones injustas quedan con la reforma penal fuera del ámbito penal, debiendo ser objeto de reparación en vía civil, puede suceder que ante una doble denuncia cruzada entre ciudadano y agente de la autoridad el ciudadano haya de acudir a la jurisdicción civil mientras que en la vía sancionadora abierta por el funcionario ofendido se partirá de que su testimonio da fé probatoria, salvo prueba en contrario. Lo cual atenta contra el derecho a la tutela judicial efectiva de los ciudadanos.  

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del artículo 37.5 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN

Los actos contra la libertad e indemnidad sexual deben tener un tratamiento penal. 

La ejecución de actos de exhibición obscena, si no tienen entidad como para constituir un delito y no afectan a menores o personas vulnerables, no deberían ser sancionables y menos administrativamente, puesto que implica la ponderación de criterios y valores morales variables y sin conexión y afección precisa con la seguridad ciudadana.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 37.7 del Proyecto de Ley, que queda redactado así:

“7. la invasión, toma de posesión o apoderamiento singular del espacio de uso público no autorizado que perturbe el uso común por el resto de usuarios del mismo.”

JUSTIFICACIÓN

El precepto sanciona la ocupación de inmuebles ajenos o de la vía pública sin autorización o la permanencia en tales espacios.

Esta tipificación parte de un concepto del espacio público restrictivo para las libertades públicas: ocupar o permanecer no implica violencia o apoderamiento ilegítimo necesariamente, y la ley no debe autorizar  el uso común de tal espacio. 

Y no parece que deba ser el objeto de una ley de seguridad ciudadana castigar el incumplimiento de normas privadas impuestas por un propietario privado, en tanto no exista afección a la seguridad ciudadana. 

Alternativamente se podría tipificar la invasión, toma de posesión o apoderamiento singular del espacio de uso público que perturbe el uso común por el resto de usuarios del mismo.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 37.11 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“11. La negligencia en la custodia y conservación de la documentación personal legalmente exigida.”

JUSTIFICACIÓN

La petición de expedición no puede ser sancionable, dado que dicha petición es el cumplimiento de una obligación legal: no se puede sancionar el cumplimiento de una obligación legal. Bastaría con tipificar la pérdida o extravío.

 Consideramos que no se debería sancionar la simple pérdida o extravío si no existe dolo o negligencia. Y no es razonable considerar como tal el infortunio reiterado. Bastaría con exigir el cobro de la tasa correspondiente.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del artículo 37.14 del Proyecto de Ley. 

JUSTIFICACIÓN.

Juegos y deportes en espacios no habilitados. 

Propio de la esfera municipal. No tiene sentido que sancionen las autoridades estatales o autonómicas de seguridad ciudadana.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del artículo 37.15 del Proyecto de Ley. 

JUSTIFICACIÓN.

No se advierte la conexión con la seguridad ciudadana.

El precepto adolece de imprecisión: no se comprende cual sea el bien jurídico protegido, ni se sabe a quién pueda corresponder tal autorización cuando se trata de edificios privados. Si el bien a proteger es el propio edificio no debería ser contemplado en esta ley, sino en la legislación del patrimonio público, histórico u artístico.

Si la autorización del propietario privado excluye la infracción ello indicaría que se trata de proteger simplemente la propiedad, lo cual carece de trascendencia en una ley de protección de la seguridad ciudadana.  

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 37.16 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“16. La remoción de vallas, encintados u otros elementos fijos o móviles colocados por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para delimitar perímetros de seguridad, aun con carácter preventivo, cuando no constituya infracción grave.”

JUSTIFICACIÓN.

La colocación de vallas o perímetros de seguridad establecidos por las fuerzas de seguridad por ejemplo para asegurar la escena del delito o en otras diligencias previstas en la ley, es la expresión concreta de un acto de autoridad dispuesto por la Administración, y mediante su vulneración, se estaría obstruyendo la ejecución de citado acuerdo o acto, lo cual estaría también castigado como infracción grave.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 37, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación del artículo 37.17 del Proyecto de Ley, que queda redactado así:

“17. Dejar sueltos o en condiciones de causar daños animales feroces o dañinos, cuando estas conductas no sean constitutivas de delito.”

JUSTIFICACIÓN 

Debería mantenerse la protección penal para los casos de maltrato animal como faltas o delitos leves.

Pero si  se despenalizan debería contemplarse en las leyes de protección de animales, no en la de seguridad ciudadana.

ENMIENDA, DE SUPRESIÓN, AL ARTÍCULO 42, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del apartado 2 del 42 del Proyecto de Ley:

JUSTIFICACIÓN 

En el artículo 42 se contempla, de conformidad con el art. 130.2 de la LRJPAC, la determinación por el órgano sancionador de la indemnización por daños causados por el ilícito administrativo, pero sólo en el caso de daños causados a la administración pública, no a particulares. Teniendo en cuenta que en su mayor parte se trata de ilícitos de riesgo o peligro no será frecuente la aplicación del precepto. Otra cuestión no resuelta atañe al supuesto en que el órgano sancionador no sea la administración perjudicada y cual sea su intervención en este procedimiento.

La redacción, al igual que el art. 130.2 LRJPAC no resuelva claramente la cuestión de si la administración puede ejercer su autotutela ejecutiva en caso de no satisfacción de la indemnización por el sancionado.

Pero sobre todo las previsiones de los apartados 2 y 3 del precepto plantean unas singularidades al régimen de responsabilidad civil contenido en el Código Civil, sobre reglas de solidaridad, que como se ha apuntado en los informes recabados durante la elaboración del proyecto, implican un desmembramiento indebido de tal institución jurídica. Por lo tanto se propone la supresión de los apartados 2 y 3 del precepto.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 42, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación  del apartado 3º del artículo 42 del Proyecto de Ley, que queda redactado así:

“3. Cuando sea declarado autor de los hechos cometidos un menor de dieciocho años no emancipado o una persona con la capacidad judicialmente Complementada responderán, solidariamente con él, de los daños y perjuicios ocasionados sus padres, tutores, curadores, acogedores o guardadores legales o de hecho, según proceda, siempre que haya por su parte culpa o negligencia.”

JUSTIFICACIÓN
Por equiparación con la regla del Código Penal cuando determina que también son responsables civiles se refiere a la culpa o negligencia: “Los padres o tutores, por los daños y perjuicios causados por los delitos o faltas cometidos por los mayores de dieciocho años sujetos a su patria potestad o tutela y que vivan en su compañía, siempre que haya por su parte culpa o negligencia” (artículo 120.1).

ENMIENDA, DE ADICIÓN, AL ARTÍCULO 43, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la adición de un nuevo párrafo al apartado 1º del artículo 43 del Proyecto de Ley, con el siguiente tenor literal:

“Las comunidades autónomas que hayan asumido competencias para la protección de personas y bienes y para el mantenimiento de la seguridad ciudadana y cuenten con un cuerpo de policía propio, podrán crear sus propios registros de infracciones contra la seguridad ciudadana.”

JUSTIFICACION

Debe preverse la existencia de registros semejantes en las comunidades autónomas con competencia.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 46, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)

Se propone la modificación  del artículo 46 del Proyecto de Ley, que queda redactado así:

“Artículo 46. Acceso a los datos de otras administraciones públicas.

1. Las autoridades y órganos de las distintas administraciones públicas competentes para imponer sanciones de acuerdo con esta ley podrán acceder a los datos relativos a los sujetos infractores que estén directamente relacionados con la investigación de los hechos constitutivos de infracción, sin necesidad de consentimiento previo del titular de los datos, con las garantías de seguridad, integridad y disponibilidad, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

2. A los exclusivos efectos de cumplimentar las actuaciones que los órganos competentes en los procedimientos regulados en esta ley y sus normas de desarrollo tienen encomendadas, la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Tesorería General de la Seguridad Social, en los términos establecidos en la normativa tributaria o de la seguridad social, así como el Instituto Nacional de Estadística, en lo relativo al Padrón Municipal de Habitantes, facilitarán a aquéllos el acceso a los ficheros en los que obren datos que hayan de constar en dichos procedimientos, sin que sea preciso el consentimiento de los interesados.”

JUSTIFICACIÓN
El segundo párrafo de este precepto sólo contempla la comunicación de determinados datos hacendísticos, de la tesorería de la Seguridad Social y del padrón a la administración estatal de seguridad ciudadana. 

En el marco de las actuaciones de los procedimientos sancionadores a los que se refiere el capítulo en el que se integra este precepto, a efectos de graduar la sanción de conformidad con el art. 33 del proyecto es preciso conocer el beneficio económico obtenido y la capacidad económica del infractor, por lo tanto será preciso conocer tales datos.

No se entiende la razón por la que el acceso a los datos de Hacienda, Tesorería o padrón sólo deben tener acceso los órganos de la Administración General del Estado. Debe considerarse que el precepto se integra en el capítulo referido al régimen sancionador y no se advierte especialidad alguna en dicho ámbito que sirva para diferenciar las atribuciones estatales y autonómicas de un modo genérico.

Si la cesión a la que se  refiere el apartado segundo no se refiere a procedimientos sancionadores está inadecuadamente ubicada en tal capítulo y debería trasladarse a otro sitio. Pero en tal caso esta habilitación al acceso universal a datos personales hacendísticos, de la seguridad social y del padrón a los cuerpos policiales, además de no venir justificada por una finalidad expresamente manifestada en el precepto (indicios de ilícito, etc.), tampoco validaría la exclusión de tal régimen de comunicación de datos a los órganos autonómicos competentes en seguridad ciudadana.

Se propone incluir en tal previsión a los órganos de las comunidades autónomas competentes en los procedimientos regulados en esta ley
ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 50, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación  del  artículo 50.1.f) del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“f) La suspensión preventiva de la actividad autorizaciones, permisos, licencias y otros documentos expedidos por las autoridades competentes conforme a esta ley”
JUSTIFICACIÓN
El art. 50.1.f) contempla entre las medidas de carácter provisional necesarias para asegurar la eficacia de la resolución  sancionadora  la retirada de autorizaciones, licencias, permisos y otros títulos habilitantes expedidos por autoridades administrativas. 

La dicción es imprecisa dado que parece que la autoridad de seguridad ciudadana pudiera dejar sin efecto o suspender autorizaciones conferidas por otras administraciones lo cual resulta contrario a los principios básicos que regulan la actividad administrativa. No puede otorgarse a las autoridades de seguridad ciudadana la potestad de incidir sobre la eficacia y efectividad de las resoluciones y actos de otras entidades, sin perjuicio de lo cual si puede incidir en la propia actividad de las personas inculpadas en el procedimiento sancionador suspendiendo en su caso su actividad de modo preventivo, lo cual ya se contempla en otras letras del precepto.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 50, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación  del  artículo 50.1.g) del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

 “g) La suspensión en la venta, reventa o venta ambulante de las entradas del espectáculo o actividad recreativa cuya celebración o desarrollo incurra en infracción a esta ley por quebrantar la prohibición o suspensión ordenada por la autoridad correspondiente por razones de seguridad pública.”
JUSTIFICACIÓN
El art. 50.1.g) contempla entre las medidas de carácter provisional necesarias para asegurar la eficacia de la resolución  sancionadora que pudiera recaer la suspensión de la venta de las entradas del espectáculo o actividad cuya celebración o desarrollo pudiera implicar un riesgo para la seguridad ciudadana.

Dicha medida se configura como medida provisional una vez iniciado un expediente sancionador, lo cual implica que la infracción indiciariamente ya se ha consumado. Debe considerarse que el proyecto parte de que la competencia sobre espectáculos es autonómica y que la intervención estatal sólo se fundamenta en la existencia de un problema grave para la seguridad ciudadana. Y que en tal sentido en el elenco de infracciones sólo se refieren a los espectáculos el caso de celebración de tales actividades cuando previamente se hubieran prohibido o suspendido por razones de seguridad ciudadana, amén del maltrato de animales  en espectáculos. También se contempla como infracción perturbar la seguridad ciudadana en tales actos.

En cualquiera de estos casos la consumación de estas infracciones requiere que se haya celebrado el espectáculo prohibido o sea haya perturbado la seguridad ciudadana antes de iniciar el expediente sancionador y su consecuente medida cautelar. Es decir, no cabe adoptar tal medida cautelar (evitar la venta de entradas) antes de la celebración del evento que pudiera ser objeto de sanción atendiendo a un eventual riesgo futuro a la seguridad ciudadana. Ello supondría anticipar la medida provisional a la comisión de la infracción, lo cual sería improcedente.

Por ello se propone la siguiente redacción: “La suspensión en la venta, reventa o venta ambulante de las entradas del espectáculo o actividad recreativa cuya celebración o desarrollo incurra en infracción a esta ley por quebrantar la prohibición o suspensión ordenada por la autoridad correspondiente por razones de seguridad pública.”

ENMIENDA, SUPRESIÓN, DEL ARTÍCULO 52, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del artículo 52 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACIÓN 

El precepto no innova nada el ordenamiento por lo que es superfluo.

En el borrador se decía que la resolución sancionadora en el ámbito de la administración estatal era firme en vía administrativa, lo que suponía impedir los recursos administrativos. La firmeza o no de las sanciones de otras administraciones se relegaba a sus normativas.

Al eliminar tal previsión lo que dice el precepto es superfluo puesto que se limita a remitirse a la LRJPAC, lo cual es una obviedad, más aún cuando sólo se menciona al ámbito de la administración estatal. Dicha norma también se predica del resto de administraciones competentes.

También es obvio que la resolución que agote la vía administrativa podrá recurrirse conforme a la LRJCA y no sólo en el caso de la administración estatal. La referencia a la posibilidad del recurso judicial vía protección de los derechos fundamentales de la persona no puede resultar una especialidad procesal y menos sólo para determinadas administraciones, por lo cual nada innova el precepto y en consecuencia sobra.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DEL ARTÍCULO 53, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación  del  artículo 53 del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue:

“Artículo 53. Valor probatorio de las declaraciones de los agentes de la autoridad.

En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de esta ley, las denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la autoridad en ejercicio de sus funciones que hubiesen presenciado los hechos, darán fe, previa ratificación en el caso de haber sido negados por los inculpados, salvo prueba en contrario, de los hechos que en ellas consten, sin perjuicio del deber de aquéllos de aportar todos los elementos probatorios que sean posibles sobre el hecho denunciado.”

JUSTIFICACIÓN 

El precepto añade a las previsiones del art. 137.3 LRJAPyPAC y 37 LOPSC vigente, el matiz de que dicha presunción iuris tantum se extiende además de a los hechos consignados en las actas, a la identidad de quienes los cometiesen. Debe considerarse que ya el art. 37 de la ley vigente fue objeto de controversia hasta obtener el beneplácito jurisprudencial.

Si el agente que presencia los hechos identifica a sus autores lo consignado en el acta ya tiene presunción de veracidad conforme a la normativa vigente, ya que conforme a la jurisprudencia esta se refiere a hechos objetivamente constatables y no a meras opiniones, informes o deducciones, que es lo que sucedería en el caso de que la identificación del responsable resulte de un acto posterior a los propios hechos tras una actividad indagatoria.
ENMIENDA, SUPRESIÓN, DEL ARTÍCULO 55, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la supresión del artículo 55 del Proyecto de Ley.

JUSTIFICACION

El procedimiento abreviado se prevé para los casos de infracciones graves y leves en que en el plazo de alegaciones el interesado paga la sanción voluntariamente, lo que supone una reducción de la sanción de multa (que no de otras sanciones), e implica la renuncia a formular alegaciones y se termina el procedimiento sin necesidad de dictar resolución expresa, siendo recurrible únicamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

El pago no evita en su caso la imposición de otras sanciones no pecuniarias, ni supone su rebaja.

Este es un sistema que, si bien está implantado en el ámbito de las sanciones de tráfico, supone una merma de los derechos de los ciudadanos, dado que una vez pagada desaparece todo el procedimiento administrativo y sólo cabe acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa.

Hay que tener en cuenta que los recursos administrativos se configuran como elementos de control y garantía cuyo objeto es revisar un acto administrativo, que, de otra manera, sólo en los supuestos tasados de revisión de oficio podría hacerse.

Dada la laxitud de los tramos sancionadores y que la denuncia del agente notificada en el acto implica la incoación del procedimiento y goza de presunción de veracidad, la reducción de la multa resulta más que un incentivo frente a la automaticidad de la previsible sanción en muchos casos derivada de tal presunción de veracidad  y sobre todo por los costes adicionales de recurrir ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Para un ciudadano pagar puede ser un mal menor que afrontar la defensa de sus derechos.

ENMIENDA, DE MODIFICACIÓN, DE LA DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA, DEL Proyecto de Ley Orgánica de protección de la seguridad ciudadana. (121/000105)
Se propone la modificación de la Disposición Adicional Quinta del Proyecto de Ley, quedando redactado como sigue: 

“Disposición adicional quinta. Suspensión de sanciones pecuniarias impuestas por infracciones en materia de consumo de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas. 

Las multas que se impongan por la comisión de infracciones en materia de consumo o tenencia ilícitos de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas podrán suspenderse siempre que, a solicitud de los infractores y, en su caso, sus representantes legales, aquéllos accedan a someterse a tratamiento o rehabilitación, si lo precisan, o a actividades de reeducación. En caso de que los infractores abandonen el tratamiento, rehabilitación o las actividades reeducativas o de resocialización, se procederá a ejecutar la sanción económica.

Reglamentariamente se regularán los términos y condiciones de la remisión parcial de sanciones prevista en esta disposición adicional.”

JUSTIFICACIÓN 

Tal posibilidad debe contemplarse igualmente para los mayores de edad.
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